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realización o de los individuos involucrados; con la condición de que estos delitos afecten bienes protegidos 

internacionalmente o impliquen una grave afectación a los derechos humanos reconocidos universalmente. 

 Por otro lado, en el ámbito internacional, El Salvador ha firmado y ratificado diferentes tratados y 

otros instrumentos jurídicos en materia de protección de los derechos humanos. Tal es el caso del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos; y en recientes años, el Estatuto de Roma de la Corte 

Penal Internacional, ratificado por la Asamblea Legislativa, el 26 de noviembre de 2015.  

En el preámbulo de este último instrumento se menciona que: “los crímenes más graves de 

trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto no deben quedar sin castigo y que, a tal fin 



 

los hechos exista un obstáculo para su juzgamiento o no exista un interés específico para la persecución de 

esos crímenes. 

De esta misma forma, mediante la sentencia 44-2013/145-2013, de fecha 13 de julio de 2016, la 

Sala de lo Constitucional declaró inconstitucional diversos artículos de la Ley de Amnistía General para la 

consolidación de la Paz, para delitos cometidos durante el conflicto armado que acontecieron en El 

Salvador en los años 1980 a 1992. En esa línea de pensamiento, la sentencia 558-2010, de fecha 11 de 

noviembre de 2016, reconoce la importancia de no aplicar amnistía a crímenes que supongan una grave 

violación al Derecho Internacional Humanitario.  

En virtud de lo anterior, El Salvador concluye que el marco jurídico nacional e internacional, así 

como su jurisprudencia reafirman la aplicación de la jurisdicción universal, con el objetivo de evitar la 

impunidad, combatir y prevenir crímenes semejantes; y proteger los derechos humanos; de aquí que, 

reafirma su disposición en continuar las discusiones en el marco del Grupo de Trabajo instituido al margen 

de la Sexta Comisión para valorar comentarios sobre la cuestión relativa a cuál debe ser el rol y propósito 

del principio de la Jurisdicción Universal.  

El Salvador considera que, con el objeto de abordar esta cuestión, debe identificarse en la práctica 

jurisprudencial y legislativa de los Estados cuál es el alcance que se le atribuye a la aplicación del citado 

principio, verificando en este sentido, en qué medida se le atribuye un carácter subsidiario.  

 

 

 

 

 

 

  

 


